
C.A. de Concepci nó
xsr
Concepci n, a veintid s de octubre de dos mil veinte. ó ó

VISTO:
En  estos  antecedentes  Rol  Corte  258-2020  comparece 

deduciendo recurso de amparo la abogada P a Campos Campos,í  
defensora  penal  p blica  penitenciaria,  domiciliada  en  calleú  
Ainavillo N 704, en Concepci n, en representaci n de la interna° ó ó  
Roxana  Valeska  Y ez  Tapia,  RUN  N 16.152.517-0,  quienáñ °  
actualmente  cumple  condena  en  el  Centro  Penitenciario  
Femenino de Concepci n.ó

Dirige  la  acci n  en  contra  del  juez  del  Juzgado  de  Letrasó  
Garant a,  Familia  y  del  Trabajo  con  competencia  en  Cobranzaí  
Laboral de Puc n, don Jos  Luis Maureira Gonz lez, que no hizoó é á  
lugar a la solicitud formulada por la defensa en orden a sustituir la 
pena privativa de libertad que actualmente cumple la amparada, por 
la de reclusi n domiciliaria total, soslayando su complejo estado deó  
gravidez.

Explica que en el contexto de la pandemia por COVID-19 y 
atendido que en la regi n del Biob o y en particular respecto de laó í  
ciudad de Concepci n, se ha dispuesto por la autoridad cuarentenaó  
total  y  ltimamente  se  ha extendido  el  estado  de  emergencia  porú  
noventa  d as  m s a  partir  del  15 de septiembre reci n  pasado,  laí á é  
autoridad  penitenciaria  defini  ciertos  grupos  de  riesgo  queó  
complementan la  decisi n gubernamental  de  protecci n,  definiendoó ó  
que dicho grupo es integrado por las personas mayores de 60 a os,ñ  
mujeres  embarazadas,  madres  con  hijos  lactantes  y  personas  con 
enfermedades cr nicas. Los y las privadas de libertad por tanto, dadasó  
las  circunstancias  en  que  se  encuentran,  constituyen  un  grupo  de 
especial  preocupaci n  en  caso  de  verificarse  un brote  del  virus  aló  
interior de los recintos penitenciarios. Esto se ve agravado sin duda 
por el alto nivel de contacto entre las personas privadas de libertad y 
los funcionarios de Gendarmer a, lo que complejiza las posibilidadesí  
de llevar un adecuado control de la transmisi n de la enfermedad, laó  
cual es altamente contagiosa. 

A ade que en medio de este escenario, considerando que noñ  
todos  los  internos  calzaban  bajo  los  requisitos  que  exige  la  ley 
N 21.228 para el otorgamiento de indultos generales conmutativos a°  
la poblaci n penal, como defensora solicit  audiencia ante el Juzgadoó ó  
de Garant a de Puc n, como tribunal de ejecuci n competente, paraí ó ó  
efectos de debatir la sustituci n de cumplimiento de pena respecto deó  
la interna, por el tiempo que le resta de cumplimiento, o en subsidio 
mientras durase la emergencia sanitaria. 

Agrega que la amparada cumple actualmente dos condenas de 
150 d as de presidio menor en su grado m nimo, impuestas por elí í  
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Juzgado de Garant a de Puc n, como autora de dos delitos de hurtoí ó  
simple, adem s de una condena por el mismo delito ascendiente a 61á  
d as de presidio menor en su grado m nimo impuesta por el Juzgadoí í  
de Garant a de Concepci n. Inicia la ejecuci n de su pena el d a 08í ó ó í  
de marzo de 2020, pronostic ndose el t rmino de la misma para el 4á é  
de febrero de 2021. Tiene beneficios intrapenitenciarios, permiso de 
salida de fin de semana y permiso de salida controlada al medio libre 
desde el d a 02 de junio de 2020. Por ello se encuentra trabajando aí  
jornada  completa  en  el  restaurante  El  baj n  de  Marley ,  como“ ó ”  
ayudante de cocina, haciendo uso de su permiso de salida controlada 
al  medio libre,  por lo que ingresa diariamente a la Unidad Penal 
despu s de sus labores, a las 10 p.m. pudiendo hacer abandono de laé  
misma a las 6 a.m. del d a siguiente con la misma finalidad. Adem sí á  
de ello, se retira a las 18.00 horas del d a viernes, para hacer uso deí  
su permiso de salida de fin de semana, reintegr ndose el d a domingoá í  
a las 10 p.m.

Respecto a antecedentes de salud de la amparada, dice que está 
embarazada  actualmente  de  cinco  meses  de  gestaci n,  al  13  deó  
octubre de 2020. Se le detect  un acortamiento del cuello uterino eló  
28 de septiembre de 2020, raz n por la cual se le da indicaci n deó ó  
reposo.  Recibe  atenciones  de  urgencias  por  dolor  y  sangramiento 
anormal,  la  ltima registrada  el  25  de  septiembre  de  2020.  Viviú ó 
embarazo anterior, el que culmin  con aborto espont neo. En el a oó á ñ  
2017 le  fue  detectada  Neoplasia  Intra  Epitelial  Cervical  Nivel  III, 
mediante examen c rvico uterino, esto es, que por la entidad de lasé  
lesiones  en  el  cuello  uterino  causada  por  el  Virus  de  papiloma 
Humano, hay posibilidades de que en una etapa posterior, las c lulasé  
da adas desarrollen c ncer en una etapa posterior. Actualmente enñ á  
control en la Unidad de Patolog a Cervical en Cesfam O higgins deí ’  
Concepci n. A ade que el 24 de septiembre de 2020, cerca de lasó ñ  
11.00 p.m., estando ya en dependencias de C.P.F. Concepci n, sintió ó 
dolor en la zona abdominal,  adem s de sangrado anormal,  siendoá  
atendida  de  urgencia  en  el  Hospital  Regional  de  Concepci n,ó  
recibiendo indicaciones de cuidado. Al d a siguiente en la Cl nica deí í  
la Mujer Sanatorio Alem n de Concepci n, el doctor Osvaldo Luengoá ó  
prescribe  que  debe  guardar  reposo  y/o teletrabajo.  Conforme con 
ello, se realiza ecotomogra a obst trica de 28 de septiembre de 2020,ñ é  
realizada por el  Dr.  Pedro Carvajal  Men ndez,  que da cuenta deé  
alteraci n  en  el  largo  del  cuello  del  tero  indicando:  cuelloó ú “  
relativamente corto, se indica hacer reposo y acudir con control su 
profesional tratante . La interna cuenta con antecedentes anteriores”  
de  p rdida  de  beb ,  en  31  de  octubre  de  2019,  en  gestaci n  deé é ó  
aproximadamente un mes. Por todo lo anterior, se hace evidente que 
se encuentra en una situaci n de especial cuidado, tanto de su saludó  
como la de su beb  en gestaci n. é ó
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Agrega  tambi n  que  para  mantener  su  permiso  de  salidaé  
controlada  al  medio  libre,  no  puede  ejecutar  el  correspondiente 
reposo, sin poder presentar licencia m dica por temor a perder elé  
trabajo  y  la  oportunidad de  salir  diariamente  de  la  unidad penal. 
Toda vez que de cesar en sus funciones, deber a cumplir su reposo ení  
la Unidad Penal, debiendo indicarse que actualmente habita en un 
conteiner, que no cumple con la adecuada implementaci n para daró  
seguridad en el cuidado de su embarazo, permaneciendo encerradas 
con candado durante la noche, sin acceso a ba o y debiendo orinarñ  
en un balde que ella misma llev  para esos efectos. A lo pernicioso deó  
lo dicho, se suman los traslados entre el trabajo, su hogar, la unidad 
penal, estando en un momento de especial preocupaci n sanitaria, enó  
donde las embarazadas forman parte de la poblaci n a quien se debeó  
prestar mayor cuidado.

Por  todas  las  razones  predichas  es  que  solicit  la  referidaó  
audiencia  ante  el  Juzgado  de  Letras  y  Garant a  de  Puc n  deí ó  
conformidad  al  art culo  95  del  C digo  Procesal  Penal,  siendoí ó  
celebrada el 05 de octubre en curso, donde se expuso que tanto la 
amparada,  como su hijo  o hija  que est  por  nacer  se  encuentraná  
dentro de la poblaci n de riesgo, de conformidad a la definici n queó ó  
ha entregado la autoridad sanitaria de nuestro pa s, a m s de tenerí á  
que considerarse el reposo prescrito y la especial situaci n de alto flujoó  
de  ingresos  y  salidas  desde  y  hasta  la  unidad  penal,  adem s  deá  
compartir espacio de dormitorio con otras cuatro condenadas, en la 
misma situaci n  de salida  controlada a medio libre,  todas  razonesó  
humanitarias.

En la audiencia del 5 de octubre de 2020, el Juez recurrido no 
dio lugar  a la  sustituci n,  con base en los  siguientes  fundamentos:ó  
Primero, dice que lo planteado al tribunal de instancia no ser a deí  
competencia  del  Juez  de  Garant a;  que  la  v a  para  resolver  loí í  
planteado ser a a trav s del recurso de amparo constitucional, todaí é  
vez que el juez recurrido ser a s lo un juez de primera instancia ;í “ ó ”  
que  lo  que  se  tiene  es  una  sentencia  de  t rmino,  dictada  paraé  
cumplirse en forma efectiva, unida adem s -o unificada- a otra pena;á  
que como sentencia de t rmino s lo puede impugnarse por mediosé ó  
legales;  que  esta  sentencia  cuando  ya  es  de  t rmino  no  tieneé  
procedencia de recursos legales y entonces si  hay una situaci n deó  
incumplimiento, debe verse quiz s de conformidad al art culo 21 de laá í  
Constituci n,  lo  que  es  una  materia  que  excede  su  competencia.ó  
Seguidamente, respecto del fondo, al parecer la visi n que plantea esó  
que la soluci n para salvaguardar la vida de la condenada y su hijo oó  
hija que est  por nacer es la de que la interna pierda el beneficioá  
intrapenitenciario del que se encuentra haciendo uso y haga reposo en 
un  establecimiento  m dico  penitenciario,  o  sea,  in til.  Terminaé ú  
indicando el juez que no existir a norma que lo habilite para concederí  
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la sustituci n en la forma de ejecutar la pena de la amparada, a pesaró  
de que al comienzo de su razonamiento resolutivo indica que s  existeí  
norma  de  derecho  interno  que  le  obliga  a  pronunciarse  sobre  el 
asunto  planteado.  Respecto  de  lo  anterior,  dice  textual:  ya  que“  
considera este Juez que sin perjuicio de lo que se ha discutido no creo 
que exista una norma que faculte a un Juez de primera instancia para 
dar  por  cumplida  en  forma  anticipada  o  eliminar  la  forma  de 
cumplimiento efectivo cuando no existe esa herramienta, a lo menos 
en el C digo Penal y en el C digo Procesal Penal;  de esta forma,ó ó  
considero que en el fondo la propuesta hecha como amparo tampoco 
es procedente a los intereses de servir la pena unido a la obligaci n deó  
proteger  la  vida  del  que  est  por  nacer;  de  esta  forma  este  Juezá  
desecha la solicitud de alzamiento de la pena efectiva para efectos de 
cumplirla atreves de una reclusi n domiciliaria total.ó ”

Estima  la  abogada  defensora  que  la  resoluci n  del  Juez  deó  
Garant a  de  Puc n  es  ilegal  y  arbitraria,  comoquiera  que  afectaí ó  
directamente a la seguridad individual de la amparada, en grado de 
perturbaci n o amenaza, provocando da o a la dignidad humana, poró ñ  
cuanto no cabe duda alguna que actualmente concurren respecto de 
la  sentenciada  Y ez  Tapia  circunstancias  que  no  s lo  hacenáñ ó  
aconsejable que se interrumpa la pena de privaci n de libertad queó  
actualmente  cumple,  sino  que  adem s  existen  circunstancias  queá  
hacen  necesaria  tal  interrupci n,  y  proceder  en  dicho  sentidoó  
constituye  un  deber  del  Estado  y  no  s lo  un  acto  compasivo.ó  
Teniendo  en  especial  consideraci n  la  situaci n  de  la  amparada,ó ó  
quien se encuentra embarazada y privada de su libertad, se constituye, 
adem s de la obligaci n de garante del Estado frente a la mujer ená ó  
privaci n  de  libertad  -la  que  tiene  su  origen  en  una  relaci n  deó ó  
derecho p blico,  de manera que fuera de los  derechos  perdidos oú  
limitados por el cumplimiento de su condena, su condici n jur dica esó í  
id ntica  a  la  de  las  dem s  ciudadanas  libres-  el  deber  legal  eé á  
inexcusable para el juez de dar protecci n al ni o o ni a que est  poró ñ ñ á  
nacer,  configur ndose  por  lo  tanto  una  esfera  a n  mayor  deá ú  
protecci n.  El  deber  de  respetar  y  promover  los  derechos  de  lasó  
personas es un deber que posee jerarqu a constitucional y a n si seí ú  
estimase que no existe disposici n alguna en nuestro derecho positivoó  
que permita al Tribunal acoger la petici n de interrupci n de la penaó ó  
de  presidio  por  la  de  reclusi n  total  domiciliaria,  aun  as  el  Juezó í  
recurrido est  facultado para acceder a ella,  toda vez que nuestroá  
ordenamiento jur dico no presenta lagunas jur dicas o vac os legales.í í í  
En este  contexto,  el  derecho a  la  salud es  parte  integrante  de  la 
dignidad humana, del denominado trato digno que se debe dar a toda 
persona,  que  se  encuentra  junto con el  derecho a la  vida y  a  la 
integridad  ps quica  protegidos  por  nuestro  ordenamiento  jur dico,í í  
acarreando responsabilidad internacional del Estado en caso de no 
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respetar aquellos. 
Se  remite  a  la  normativa  interna  y  a  los  Tratados 

Internacionales que afincan su petici n, y dice que la decisi n del Juezó ó  
de Garant a recurrido carece de fundamento e infringe esa normativaí  
nacional  e  internacional  en  relaci n  a  la  posici n  de  Garanteó ó  
conferida al Estado respecto de las personas privadas de libertad y a 
la obligaci n legal  que le empece al  juez de tomar, a petici n deó ó  
cualquier persona o de oficio, todas las providencias que le parezcan 
convenientes para proteger la existencia del no nacido, siempre que 
crea que de alg n modo peligra. ú

Pide  que  se  acoja  este  recurso  de  amparo  y  se adopten  de 
inmediato las providencias necesarias para restablecer el imperio del 
derecho y asegurar la debida protecci n de la afectada, procediendoó  
espec ficamente a decretar que se sustituya la pena de presidio queí  
actualmente  cumple  la  amparada  en  el  Centro  de  Penitenciario 
Femenino de Concepci n (CPF) por la pena de reclusi n domiciliariaó ó  
total,  por  el  periodo de tiempo y con las  modalidades  que V.S.I. 
conforme a su sano y recto criterio determine.

Inform  el recurso el recurrido juez del Juzgado de Letrasó  
Garant a, Familia y del Trabajo con competencia en Cobranzaí  
Laboral de Puc n, don Jos  Luis Maureira Gonz lez.ó é á  

Dijo  que  en  la  audiencia  de  5  de  octubre  en  curso,  por 
resoluci n fundada desech  en la forma y en el fondo el amparo anteó ó  
juez de garant a del art culo 95 del C digo Procesal Penal, la solicitudí í ó  
de sustituir el cumplimiento de una condena efectiva impuesta por 
sentencia firme y ejecutoriada, por un r gimen diferente. Acompa a elé ñ  
acta y audio de la referida audiencia.

Tambi n  inform  el  recurso  el  juezé ó  Marcelo  Joaqu ní  
Bustos Vergara, Juez de Garant a de Concepci n, en su calidadí ó  
de Juez Presidente del Comit  de Jueces.é

Dijo que el 8 de marzo de 2020 la imputada fue condenada a 
61 d as de presidio como autora en grado de consumado del delito deí  
hurto simple, imponi ndosele pena efectiva, con dos d as de abono,é í  
sentencia que no fue objeto de recurso alguno y qued  ejecutoriada,ó  
tramit ndose seg n el art culo 468 del C digo Procesal Penal, el 19 deá ú í ó  
marzo de 2020 con orden de ingreso en calidad de rematada, toda 
vez que en esa fecha estaba cumpliendo condena en causa diversa en 
el Complejo Penitenciario de Concepci n. Con posterioridad, no hayó  
tramitaci n alguna.ó

Asimismo,  inform  el  recurso  Luis  Patricio  L pezó ó  
Cisterna,  en  su  calidad  de  Director  Regional  (S)  de 
Gendarmer a de Chile Regi n de Biob o.í ó í

Dijo que la amparada se encuentra cumpliendo condena por 
150 d as + 150 d as + 61 d as, por los delitos de hurto simple y hurtoí í í  
simple por un valor de media a menos de 4 UTM. Que registra inicio 
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del cumplimiento de sus condenas el  8 de marzo de 2020 y cuya 
fecha de t rmino est  prevista para el d a 4 de febrero de 2021, ené á í  
tanto que el tempo m nimo para postular al Beneficio de Libertadí  
Condicional lo cumpli  el d a 8 de agosto de 2020. Es una interna deó í  
bajo compromiso delictual, con un puntaje de 81,2 sobre un total de 
171. Actualmente  goza de los beneficios intrapenitenciarios de salida 
controlada al medio libre y salida de fin de semana, motivo por el 
cual  pernocta  en el  Complejo Penitenciario  de Concepci n en unó  
conteiner debidamente habitado para tal efecto, que posee seis camas 
organizadas  en  tres  literas,  con  un  cit fono  que  se  comunicaó  
directamente con la guardia armada de la indicada Unidad Penal. El 
ba o de dichas dependencias se encuentra en un conteiner al lado,ñ  
por lo que la interna no tiene acceso directo a ste. Ese ba o cuentaé ñ  
con inodor, lavamanos y duchas. En lo que respecta a su estado de 
salud, remite certificado m dico de 15 de octubre de 2020 emitidoé  
por la M dico Cirujano del Complejo Penitenciario de Concepci né ó  
Dr.  Katiusca  Pasmi o  Zambrano.  Acompa a  Ficha  nica  de  lañ ñ ú  
amparada.

Finalmente  inform  el  Ministerio  P blico,  por  medio  deó ú  
Jorge  Lorca  Rodr guez,  Fiscal  Adjunto  Jefe  Fiscal a  Localí í  
Concepci n.ó

Dijo que en la Fiscal a Local de Concepci n ingres  la causaí ó ó  
RUC 1710043570-5, por el delito de Hurto Simple (art culo 446 N 3í °  
del C digo Penal), iniciada por Parte Policial N  10844 de fecha 29ó °  
de septiembre de 2017, de la Primera Comisar a de Carabineros deí  
Concepci n, en contra de la amparada, que a la saz n se encontrabaó ó  
rebelde.

En la Fiscal a Local de Concepci n se encontraba ya vigente laí ó  
causa Ruc 1710001299-5, por el delito de Hurto Simple (art culo 446í  
N 3 del C digo Penal), que se inici  por Parte Policial N  304, de 09° ó ó °  
de enero del 2017.

El 08 de marzo del 2020, pasa a control de detenci n en eló  
Juzgado  de  Garant a  de  Concepci n;  se  revoca  la  suspensi n;  seí ó ó  
ordena que la causa RUC 1710043570-5 se acumule a la causa RUC 
1710001299-5, RIT 359-2017, quedando esta ltima como vigente enú  
el  Juzgado  de  Garant a  de  Concepci n.  En  dicha  audiencia,  laí ó  
imputada  admite  responsabilidad  por  dos  delitos  de  hurto  simple, 
siendo condenada el 08 de marzo de 2020, por los siguientes delitos: 
Un delito de hurto simple previsto y sancionado en el art. 446 N  3°  
en grado de desarrollo de consumado, hecho perpetrado en la ciudad 
de Concepci n con fecha 09 de junio de 2017 y un delito de hurtoó  
simple  previsto  y  sancionado  en  el  art.  446  N  3  en  grado  de°  
desarrollo de frustrado, hecho cometido el d a 29 de septiembre delí  
a o 2017 de esta ciudad, a sufrir ñ la pena nica de sesenta y un d asú í  
de presidio menor en su grado m nimo, í accesoria legal de suspensi nó  
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de cargo u oficio p blicoú durante el tiempo de la condena y multa 
de una unidad tributaria mensual. Se agrega en la sentencia, en el N° 
IV,  que la pena privativa de libertad que se  le  ha impuesto a la 
condenada por esta sentencia deber  á cumplirse efectivamente, con dos 
d as  de  abono,  í correspondiente  al  tiempo  que  estuvo  privada  de 
libertad con motivo de estas causas.

Se trajeron los autos en relaci n.ó
CONSIDERANDO:
PRIMERO: Que,  la  acci n  constitucional  de  amparoó  

interpuesta  procede,  conforme  lo  se ala  el  art culo  21  de  lañ í  
Constituci n Pol tica de la Rep blica, a favor de quien se encuentraó í ú  
arrestado,  detenido  o  preso,  o  que  sufra  cualquier  otra  privaci n,ó  
perturbaci n  o  amenaza  en  su  derecho  a  la  libertad  personal  oó  
seguridad individual, con infracci n de la normas constitucionales oó  
de  las  leyes,  a  fin  de  que  la  magistratura  ordene  se  guarden  las 
formalidades  legales  y  adopte  de  inmediato  las  providencias  que 
juzgue necesarias para restablecer el imperio del derecho y asegurar la 
debida protecci n del afectado. El mismo recurso, y en igual forma,ó  
podr  ser deducido en favor de toda persona que ilegalmente sufraá  
cualquiera otra privaci n, perturbaci n o amenaza en  su derecho a laó ó  
libertad personal y seguridad individual.

SEGUNDO: Que, en el caso en estudio, de los antecedentes 
indicados en el recurso,  as  como de lo expresado en los informesí  
evacuados a requerimiento de esta Corte, es posible constatar que: a) 
la amparada se encuentra cumpliendo condena efectiva de privaci nó  
de libertad por delitos de hurto simple, aplicadas por el Juzgado de 
Letras  y  Garant a  ,de  Puc n  y  el  Juzgado  de  Garant a  deí ó í  
Concepci n, en el primer caso se trata de dos penas de 150 d as,ó í  
mientras que en el segundo de una de 61 d as. í
b) inicio el  cumplimiento de las penas el  08 de marzo de 2010 y 
termina el 04 de febrero de 2021, en tanto que el tiempo m nimoí  
para postular al beneficio de la libertad condicional es el 08 de agosto 
de 2020 y posee un bajo compromiso delictual.
c) actualmente la interna goza de los beneficios intrapenitenciarios de 
salida controlada al medio libre y salida de fin de semana, motivo por 
el  cual  pernocta  en  el  Complejo  Penitenciario  de  Concepci nó , 
establecimiento penal en el cual se ha habilitado, en el caso de las 
mujeres  con  beneficios  de  salida  al  medio  libre,  para  evitar  los 
contagios por COVID 19, contenedores como dormitorios, dentro de 
los cuales no hay ba o, ya que stos se encuentran en un contenedorñ é  
contiguo. 
d) la interna se encuentra embarazada y ha presentado complicaciones 
en su embarazo actual, teniendo antecedentes de perdida de embarazo 
anterior.
e) la interna trabaja en el medio libre como ayudante de cocina.
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TERCERO: Que, la sustituci n de penas no es un mecanismoó  
absolutamente ajeno a nuestra legislaci n, en la realidad penitenciariaó  
chilena,  as  el  art culo  33  de  la  ley  18.216  permite,  dadas  lasí í  
condiciones que all  se expresan, que el Tribunal decrete la sustituci ní ó  
de la pena privativa de libertad por la libertad vigilada.

De otro lado, en la actual situaci n de riesgo por la pandemiaó  
del COVID 19, el legislador, haci ndose eco de las recomendacionesé  
internacionales de los organismos de salud y de derechos humanos, ha 
dictado la ley 21.228, de conmutaci n de penas, que les permite a losó  
condenados que cumplan ciertos requisitos,  terminar de cumplir su 
condena  privativa  de  libertad  mediante  la  modalidad  de  privaci nó  
total de libertad en su domicilio.

CUARTO: Que, en este orden de ideas, si bien la amparada 
no logra encasillar en las situaciones descritas, sea porque no cumple 
todos los requisitos para ello, o porque la demora en la tramitaci nó  
har a ilusorio el beneficio pedido, el cual llegar a luego de cumplidaí í  
ya la  pena privativa  de libertad que hoy  cumple  la  amparada,  lo 
cierto  es  que  esta  Corte  esta  compelida,  por  la  normativa 
internacional  de  Derechos  Humanos,  a  resolver  prontamente  la 
situaci n planteada por la recurrente.ó

En  efecto,   para  la  resoluci n  de  la  presente  acci nó ó  
constitucional se han de tener presente algunos principios y normas 
contenidas en diversos Tratados Internacionales que, al estar suscritos 
por  el  Estado  de  Chile  y  encontrarse  plenamente  vigentes,  tienen 
primac a  por  sobre  las  normas  del  derecho  interno,  seg n  loí ú  
preceptuado en el art culo 5  de la Carta Fundamental, que se ala ení ° ñ  
su inciso segundo que:  El ejercicio de la soberan a reconoce como“ í  
limitaci n  el  respeto  a  los  derechos  esenciales  que  emanan  de  laó  
naturaleza humana. Es deber de los rganos del Estado, respetar yó  
promover tales  derechos garantizados en la Constituci n,  as  comoó í  
por  los  tratados  internacionales  ratificados  por  Chile  y  que  se  
encuentren vigentes .”

As ,  la  Declaraci n  Universal  de  los  Derechos  Humanos,í ó  
documento  adoptado  por  la  Asamblea  General  de  las  Naciones 
Unidas, aplicable a los Estados Partes, entre ellos Chile, establece en 
su art culo 5 que  í nadie ser  sometido a tortura o tratos  crueles,“ á  
inhumanos o degradantes . Por su parte, su art culo 25 prescribe en” í  
la parte pertinente que toda persona tiene derecho .a la asistencia“ …  
m dica necesariosé …”

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Pol ticos, tratadoí  
multilateral  adoptado  igualmente  por  la  Asamblea  General  de  las 
Naciones Unidas, indica en su art culo 7 que, í nadie ser  sometido a“ á  
torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes” y en su 
art culo  10  que,  í toda  persona  privada  de  libertad  ser  tratada“ á  
humanamente y con el respeto debido a la dignidad inherente al ser  
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humano .”
Las Reglas M nimas para el Tratamiento de los Reclusos de lasí  

Naciones Unidas o Reglas de Nelson Mandela determinan que,  el“  
sistema penitenciario no debe agravar los sufrimientos inherentes a la  
privaci n de libertad de la persona .ó ”  Se trata de un conjunto de 122 
reglas  que  revisan  e  incorporar  nuevos  conceptos  a  las  antiguas 
normas de Naciones Unidas sobre esta materia de 1955. Otorgan gran 
importancia a la protecci n de las garant as b sicas de las personasó í á  
privadas de libertad, por ser uno de los grupos m s vulnerables y ená  
riesgo  de  sufrir  abusos  y  malos  tratos  e  incorpora  como  regla  la 
revisi n judicial de las sanciones y la autorizaci n de las personas aó ó  
defenderse solas o con asistencia jur dica (regla 41). En espec fico, laí í  
Regla 3 establece que el sistema penitenciario no debe agravar los 
sufrimientos inherentes a la reclusi n y las Reglas 24 a la 35, queó  
tratan respecto de la salud de los privados de libertad, mirada como 
una responsabilidad del Estado y que en este caso se ve claramente 
alterada al encontrarse la reclusa  en situaci n de riesgo al encontraseó  
embarazada y con problemas en su embarazo, contando ya con el 
antecedente de una aborto espontaneo. 

En consecuencia, el Estado ha adquirido la obligaci n de velaró  
por la salud de los reclusos y de brindar, por medio de los actos que 
sean necesarios, la protecci n frente a hechos que pongan en riesgo laó  
integridad de la persona de stos, quienes se encuentran privados deé  
libertad, m s no de su dignidad.á

Adem s,  se  ha  de  tener  presente  que  la  Comisi ná ó  
Interamericana de Derechos Humanos, en relaci n con la pandemiaó  
del COVID-19 y la situaci n de las personas privadas de la libertad,ó  
atendida su gravedad,  ha solicitado adoptar  medidas  urgentes  para 
garantizar la salud y la integridad de esta poblaci n y de sus familias,ó  
as  como asegurar las condiciones dignas y adecuadas de detenci n ení ó  
los  centros  de  privaci n  de  la  libertad,  conforme  a  los  est ndaresó á  
interamericanos de derechos humanos. En tal sentido, ha instado a los 
Estados a reducir la sobrepoblaci n en los centros de detenci n comoó ó  
una medida de contenci n de la pandemia. ó

En particular, y considerando el contexto de la pandemia, en 
cuanto a la protecci n de los derechos de las personas privadas deó  
libertad, la Comisi n recomend  a los Estados lo siguiente: ó ó
1.- Adoptar medidas para enfrentar el hacinamiento de las unidades 
de privaci n de la libertad, incluida la reevaluaci n de los casos deó ó  
prisi n preventiva con el fin de identificar aquellos que pueden seró  
sustituidos  por  medidas  alternativas  a  la  privaci n  de  la  libertad,ó  
dando prioridad a las poblaciones con mayor riesgo de salud frente a 
un eventual contagio del COVID-19; 
2.- Evaluar de manera prioritaria la posibilidad de otorgar medidas 
alternativas  como  la  libertad  condicional,  arresto  domiciliario,  o 
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libertad anticipada para personas consideradas en el grupo de riesgo 
como personas mayores, personas con enfermedades cr nicas, mujeresó  
embarazadas o con ni os a su cargo y para quienes est n prontas añ é  
cumplir condenas; 
3.- Adecuar las condiciones de detenci n de las personas privadas deó  
libertad  particularmente  en  lo  que  respecta  a  alimentaci n,  salud,ó  
saneamiento  y  medidas  de  cuarentena  para  impedir  el  contagio 
intramuros  del  COVID-19.  Garantizar  en  particular  que  todas  las 
unidades cuenten con atenci n m dica y proveer especial atenci n aó é ó  
las poblaciones en particular situaci n de vulnerabilidad, incluidas lasó  
personas mayores; 
4.- Establecer protocolos para la garant a de la seguridad y el ordení  
en las unidades de privaci n de la libertad, en particular para preveniró  
actos  de  violencia  relacionados  con  la  pandemia  y  respetando  los 
est ndares interamericanos en la materia.á

QUINTO: Que, por si  lo anterior no fuera suficiente, en el 
caso de autos, por tratarse de una mujer reclusa, que se encuentra en 
estado de embarazo, le resultan aplicables normas internacionales de 
Derechos  Humanos  acordadas  por  los  Estados,  precisamente  para 
evitar la discriminaci n en raz n del g nero. As , es posible citar, ó ó é í  la 
Convenci n  sobre  la  eliminaci n  de  todas  las  formas  deó ó  
discriminaci n  contra  la  mujer  (CEDAW)  y,  con  posterioridad,  yó  
mayor  especificidad,  la  Convenci n  Interamericana  para  prevenir,ó  
sancionar y erradicar la violencia contra la mujer (Belem do Par ). á

Asimismo, deben tenerse presentes las Reglas de las Naciones 
Unidas para el tratamiento de las reclusas y medidas no privativas de 
la  libertad para las  mujeres  delincuentes  (Reglas  de Bangkok),  que 
establece: Regla 57 Las disposiciones de las Reglas de Tokio han de“  
servir  de  orientaci n  para  la  elaboraci n  y  puesta  en  pr ctica  deó ó á  
respuestas apropiadas ante la delincuencia femenina. En el marco de  
los  ordenamientos  jur dicos  de  los  Estados  Miembros,  se  debení  
elaborar medidas opcionales y alternativas a la prisi n preventiva y laó  
condena,  concebidas  espec ficamente  para  las  mujeres  delincuentes,í  
teniendo presente el historial de victimizaci n de muchas de ellas y susó  
responsabilidades de cuidado de otras personas. 
Regla 58 Teniendo en cuenta las disposiciones del p rrafo 2.3  de lasá  
Reglas de Tokio, no  separar a las delincuentes de sus parientes y  
comunidades  sin  prestar  la  debida  atenci n  a  su  historial  y  susó  
v nculos  familiares.  Cuando  proceda  y  sea  posible,  se  utilizar ní á  
mecanismos opcionales en el caso de las mujeres que cometan delitos,  
como  las  medidas  alternativas  y  otras  que  sustituyan  a  la  prisi nó  
preventiva y la condena.
 Regla 60 Se prever n recursos apropiados a fin de elaborar opcionesá  
satisfactorias  para  las  delincuentes,  en  las  que  se  conjuguen  las  
medidas no privativas de la libertad con intervenciones destinadas a  
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resolver los problemas m s habituales por los que las mujeres entraná  
en contacto con el sistema de justicia penal. Entre ellas podr n figurará  
cursos terap uticos y orientaci n para las v ctimas de violencia en elé ó í  
hogar y maltrato sexual, un tratamiento adecuado para las que  sufran 
discapacidad mental, y programas de educaci n y capacitaci n paraó ó  
aumentar sus posibilidades de empleo. En esos programas se tendrá  
presente la necesidad de establecer servicios de atenci n a los ni os yó ñ  
otros destinados exclusivamente a la mujer. 

En el caso de las normas de la Convenci n Interamericana paraó  
prevenir,   sancionar  y  erradicar  la  violencia  contra  la  mujer 
"Convenci n  de  Belem do  para",  entre  las  cuales,  es  relevante  loó  
dispuesto en el art culo 1 í Para los efectos de esta Convenci n debe“ ó  
entenderse por violencia contra la mujer cualquier acci n o conducta,ó  
basada en su g nero, que cause muerte,  da o o sufrimiento f sico,é ñ í  
sexual o psicol gico a la mujer, tanto en el mbito p blico como en eló á ú  
privado. , ” en tanto el art culo 2 establece í Se entender  que violencia“ á  
contra la mujer incluye la violencia f sica, sexual y psicol gica: que seaí ó  
perpetrada o tolerada por el Estado o sus agentes, donde quiera que  
ocurra. ,”  indic ndose en el art culo 4 á í Toda mujer tiene derecho al“  
reconocimiento,  goce,  ejercicio  y  protecci n  de  todos  los  derechosó  
humanos y a las libertades consagradas por los instrumentos regionales  
e internacionales sobre derechos humanos .”

SEXTO: Que, a todo lo anterior cabe agregar que  el 11 de 
marzo del presente a o, la OMS concluyo que el virus denominadoñ ́  
SARS-COV-2  que  provoca  la  enfermedad  COVID-19,  puede  ser 
considerado como una pandemia, por lo que en concordancia  con 
dicha  opini n  t cnica  de  la  OMS,  el  18  de  marzo  de  2020,  eló é  
Presidente de la Rep blica comunica la decisi n de declarar estado deú ó  
excepci n constitucional de cat strofe por 90 d as, a consecuencia deó á í  
la  crisis  sanitaria  generada,  estado  que,  en  su  oportunidad,  fue 
prorrogado por 90 d as m s.í á

 Bajo esos supuestos, la autoridad penitenciaria defini  ciertosó  
grupos  de  riesgo  que  complementan  la  decisi n  gubernamental  deó  
protecci n, definiendo que dicho grupo es integrado por las personasó  
mayores de 60 a os, mujeres embarazadas, madres con hijos lactantesñ  
y personas con enfermedades cr nicas. Los privados de libertad poró  
tanto, dadas las circunstancias en que se encuentran constituyen un 
grupo de especial preocupaci n en caso de verificarse un brote deló  
virus al interior de los recintos penitenciarios. A lo anterior se suma el 
hecho  de  que  Gendarmer a  de  Chile,  adopta  como  medidaí  
extraordinaria la suspensi n de los traslados hacia establecimientos deó  
salud externos, limit ndose solo a casos de urgencia. Esto sumado a laá  
falta de certeza respecto a la duraci n de la contingencia, hace que laó  
situaci n de dichas personas sea de riesgo inminente. ó

S PTIMO:  É Que,  en  consideraci n  a  todo  lo  anterior  yó  
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atendido a  que la ley N 21.228 relativa a otorgamiento de indultos°  
generales conmutativos a la poblaci n penal,  se  refiri  a un grupoó ó  
reducido de personas,  bajo requisitos  que no todos los  condenados 
pudieron cumplir a dicha fecha,  se debe preferir en este caso, por 
sobre  las  normas  internas  para  la  aplicaci n  de  las  penas  y  suó  
ejecuci n, las normas internacionales que protegen bienes superioresó  
como es la seguridad e integridad f sica y ps quica de la amparada y laí í  
vida del que est  por nacer.   á

OCTAVO:  Que,  entonces,  en  atenci n  a  la  normativaó  
internacional  existente  y  suscrita  por  Chile,  normativa  dirigida  a 
proteger  a  las  mujeres  de  todo tipo de  violencia  f sica,  ps quica  yí í  
sexual  ejecutada  por  cualquier  persona  en  su  contra,  pero 
especialmente respecto de aquellos actos perpetrados o tolerados por el 
Estado o sus agentes, donde quiera que stos ocurran, no cabe sinoé  
examinar el caso concreto, a la luz de las disposiciones aludidas y en 
relaci n  al  estado  excepcional  que  nos  rige  a  consecuencia  de  laó  
pandemia.

NOVENO:  Que, de lo que se viene diciendo, no queda sino 
concluir sobre la necesidad de proteger la vida de la reclusa y del 
producto de la gestaci n, unidad que constituir , adem s, una familiaó á á  
al momento del nacimiento de su hija o hijo, lo que obliga a esta 
Corte a adoptar medidas urgentes con la finalidad de cumplir con las 
convenciones internacionales a las que el Estado adscribi , lo que s loó ó  
es posible, con la suspensi n del cumplimiento efectivo del saldo deó  
pena que actualmente cumple la amparada, sustituyendo dicha forma 
de  satisfacci n  de  la  sanci n,  por  la  reclusi n  parcial  domiciliaria,ó ó ó  
reconoci ndose as , el derecho de la mujer embarazada a someterse aé í  
los cuidados m dicos que sean necesarios para que su embarazo llegueé  
felizmente a t rmino, as  como reconocer su capacidad laboral que leé í  
permite obtener los recursos necesarios para mantener a su familia.

D CIMO:É  Que, al no haber adoptado el Tribunal recurrido, 
medidas como las solicitadas por la amparada, coloca a esta Corte en 
situaci n de adoptar medidas para garantizar la seguridad individualó  
de la recurrente, as  como de su hija o hijo que est  por nacer.í á

Por  lo  anteriormente  razonado  y  de  conformidad  con  lo 
dispuesto en el art culo 21 de la Constituci n Pol tica de la Rep blicaí ó í ú  
y Auto Acordado de la Excma. Corte Suprema sobre la materia,  se 
resuelve que:

SE ACOGE  el recurso de amparo interpuesto por la abogada 
P a  Campos  Campos,  defensora  penal  p blica  penitenciaria,í ú  
domiciliada  en  calle  Ainavillo  N 704,  en  Concepci n,  en° ó  
representaci n  de  la  interna  Roxana  Valeska  Y ez  Tapia,  RUNó áñ  
N 16.152.517-0,  quien  actualmente  cumple  condena  en  el  Centro°  
Penitenciario Femenino de Concepci n, reemplaz ndose el saldo deó á  
pena privativa de libertad que le resta por cumplir, hasta el 04 de 
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febrero de 2021, por la reclusi n parcial domiciliaria, en el domicilioó  
que para tales efectos fije la penada, entre las 22 horas de cada d a yí  
las 06 horas del d a siguiente, debiendo controlarse su cumplimientoí  
por  Gendarmer a  de  chile,  a  trav s  de  la  instalaci n  de  sistemaí é ó  
telem tico de control a la condenada y, si ello no fuere posible, seá  
comunicar  a la brevedad al Juzgado de Letras y Garant a de Puc n yá í ó  
al Juzgado de Garant a de Concepci n, debiendo en tal caso disponerí ó  
este este ltimo Tribunal, que el control se efect e aleatoriamente porú ú  
parte  de  Carabineros  de  Chile  en  el  domicilio  fijado  por  la 
sentenciada.

Comun quese por la v a m s r pida al Juzgado de Letras yí í á á  
Garant a de Puc n y al Juzgado de Garant a de Concepci n, así ó í ó í 
como  a  la  Direcci n  Regional  del  Biob o  de  Gendarmer a  deó í í  
Chile y al Complejo Penitenciario de Concepci n, disponi ndoseó é  
la inmediata libertad de la amparada.

Reg strese y en su oportunidad arch vese.í í
Redacci n del Ministro Hadolff Gabriel Ascencio Molina.ó
N°Amparo-258-2020.
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Pronunciado por la Sexta Sala de la Corte de Apelaciones de Concepción integrada por los Ministros Hadolff Gabriel

Ascencio Molina, Matilde Verónica Esquerré Pavón y el Abogado Integrante Waldo Sergio Ortega Jarpa. Concepción,

a veintidós de octubre de dos mil veinte.

En Concepcion, a veintidós de octubre de dos mil veinte, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución

precedente.
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